	En Mendoza, a once días del mes de agosto del año dos mil once, reunida la Sala Segunda de la Excelentísima Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa N° 100.795, caratulada: "ALANIZ, JUAN FAUSTINO EN J° 20.006 Alaniz, Juan F. c/Municipalidad de Godoy Cruz p/Tutela Sindical s/INCONSTITUCIONALIDAD Y CASACIÓN". 

De conformidad con lo establecido en los arts. 140 y 141 del C.P.C. y Acordada N° 5845, quedó establecido el siguiente orden de votación de la causa por parte de los señores Ministros del Tribunal: primero Dr. Pedro J. LLORENTE, segundo Dr. Herman A. SALVINI y tercero Dr. Carlos BÖHM. 

A N T E C E D E N T E S: 

A fs. 17/33, el señor Juan Faustino Alaniz por medio de representante, deduce recursos extraordinarios de inconstitucionalidad y casación en contra de la sentencia dictada de los autos N° 20.006, caratulados: "Alaniz, Juan Faustino c/Municipalidad de Godoy Cruz p/Tutela Sindical", originarios de la Excma. Cámara Sexta del Trabajo de la Primera Circunscripción Judicial. 

A fs. 41, se admiten los recursos interpuestos y se ordena correr traslado de la demanda a la contraria, quien a fs. 48/50 y vta., contesta solicitando su rechazo con costas. 

A fs. 54/55 y vta., corre agregado el dictamen del Sr. Procurador General, quien por las razones que expone considera que debe hacerse lugar al recurso de inconstitucionalidad incoado. 

A fs. 58, se llama al Acuerdo para sentencia y a fs. 59, se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los Señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido por el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

P R I M E R A: ¿Son procedentes los recursos interpuestos? 

S E G U N D A: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

T E R C E R A: Pronunciamiento sobre costas. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTION EL DR.LLORENTE, dijo: 

I- La actora por intermedio de apoderado, Dr. Matías Neri, interpone a fs.17/33 recursos de inconstitucionalidad y casación en contra de la sentencia dictada en el expediente n° 20.006, "ALANIZ, JUAN FAUSTINO C/MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ P/TUT. SIND.", originarios de la CÁMARA SEXTA DEL TRABAJO, en los cuales se establece el rechazo de la demanda. 

II- El recurso de inconstitucionalidad lo funda en los incs. 2, 3 y 4 del art. 150 del CPC, argumentando violación a su derecho de defensa, a la garantía del debido proceso y al derecho a la jurisdicción previsto en la Constitución nacional y en la convención americana sobre los derecho humanos, denuncia omisión de pruebas esenciales y definitiva tacha de arbitrario el fallo. 

Solicita la inconstitucionalidad del decreto de cesantía n°1840 y decreto n°1912 emanados del EJECUTIVO MUNICIPAL DE GODOY CRUZ. Asimismo solicita la inconstitucionalidad del art. 52 de la ley 23551 en cuanto excluye de la garantía sindical del desafuero previo a los representantes de asociaciones sindicales con simple inscripción gremial. 

III- Respecto del recurso de casación, lo funda en el art.159 inc. 1 del C.P.C., sosteniendo que el a-quo ha aplicado incorrectamente el art. 52 de la ley 23551 en su formulación textual sin tener en cuenta el pedido de inconstitucionalidad realizado, además ha dejado de aplicar el art.47 de la misma ley, el art. 1 de la ley 23592, el art.14 bis de la CONSTITUCIÓN NACIONAL en particular en lo referido a la "organización sindical libre y democrática" y las garantías previstas para el cumplimiento de su mandato, el art.31 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, 75 inc.22 de la Constitución, la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE, DECLARACIÓN UNVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS, PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES POLÍTICOS, PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, CONVENIO 87 DE LA OIT Y ARTS. 48 Y 148 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA. 

La finalidad de la queja es la correcta aplicación de las normas que establecen la jerarquía de los preceptos legales dentro del sistema jurídico y por esta vía sujetándose a lo prescripto por el art.31 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y 48 y 148 de la CONSTITUCIÓN PROVINCIAL, se dé plena vigencia a la garantía establecida por el art. 14 bis de la CONSTITUCIÓN Y TRATADOS INTERNACIONALES. En definitiva pretende que este Tribunal revoque la resolución impugnada en cuanto rechaza la demanda, y en su lugar admita el amparo sindical. 

IV- Es útil señalar que en caso de permitirlo las circunstancias de cada caso, la Corte puede dar tratamiento conjunto a ambas quejas por razones de celeridad, razón por la cual se resolverán en esta misma sentencia. 

El diferente planteo del recurso de inconstitucionalidad y el de casación, está dado por la distinción doctrinaria de vicios in procedendo o de vicios in iudicando.Mientras la inconstitucionalidad tiene por objeto observar y hacer observar las garantías constitucionales, y por ende los vicios cometidos en el procedimiento; la casación tiene por finalidad el control de legalidad, del vicio en la interpretación o aplicación de la ley, es decir del vicio in iudicando, o sea en el juicio mismo del propio magistrado al decidir la controversia.- 

Son, en principio compartimientos estancos, dentro del orden procesal mendocino y no pueden confundirse los fundamentos de ambos so pena de un reparo formal serio.- 

El recurso de inconstitucionalidad es el apto para plantear los problemas procesales, los errores en la apreciación de la prueba, la verificación de la violación del derecho de propiedad o el de la defensa en juicio o el principio del debido proceso. 

La casación sirve para señalar los errores en el juicio de interpretación o aplicación de la ley. 

Por las consideraciones expuestas y en razón de la celeridad procesal y a los fines de evitar desgaste jurisdiccional serán abordados ambos recursos en forma conjunta. 

V- Antecedentes de la causa: 

La actora, JUAN FAUSTINO ALANIZ promueve acción de amparo sindical, conforme los arts. 47 y 48 de la ley 23551 y medida cautelar innovativa contra la MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ, a fin de que se ordene la reinstalación en su puesto de trabajo, expresando que ostenta la calidad de SECRETARIO GREMIAL de la ASOCIACIÓN SINDICAL DE TRABAJADORES ESCALAFONADOS DE LA MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ. Ello en virtud de haberse ordenado su cesantía sin reconocerse los fueros gremiales. 

El tribunal inferior desestima la medida precautoria solicitada. 

Luego, el actor modifica la demanda solicitando la nulidad del decreto 1840 y del decreto 1912 emanados del ejecutivo municipal, mediante los cuales se dispuso su cesantía, por ser actos discriminatorios y antisindicales en el marco de las leyes 23551 y 23592, manifestando que la empleadora conocía su calidad de secretario gremial y que reconocía la ASTEMGC como entidad gremial representativa de los trabajadores. 

La demandada se presenta y solicita el rechazo de la acción intentada, manifestando que la asociación gremial de la cual es delegado el actor no es la amparada por el art. 25 de la ley 23551, por lo que no le corresponde la tutela del art. 52 de dicha ley. Sino que tal calidad la ostenta el SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE GODOY CRUZ. 

Agrega que el actor ha sido objeto de sanciones según sumario instruido en expediente 16278-I-2007 por inasistencias injustificadas con anterioridad al sumario 17356-I-2008 que diera origen a la medida de cesantía. 

La sentencia impugnada analiza la legitimación sustancial activa del actor en el marco de la ley sindical y concluye que el mismo carecía al momento del sumario administrativo que dio origen a su cesantía de la protección que ampara la ley 23551. 

Ello en virtud que ASTEMGC, sólo cuenta con inscripción gremial, pero no con personería gremial, ya que la misma es detentada por el SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE GODOY CRUZ. Cita jurisprudencia. 

Concluye en definitiva rechazando la acción intentada e imponiendo las costas. 

Contra este resultado se alza el recurrente. 

VI- MI OPINIÓN: 

El recurso de inconstitucionalidad lo funda en los incs. 2, 3 y 4 del art.150 del CPC, argumentando violación a su derecho de defensa, a la garantía del debido proceso y al derecho a la jurisdicción previsto en la Constitución nacional y en la convención americana sobre los derecho humanos, denuncia omisión de pruebas esenciales y definitiva tacha de arbitrario el fallo. 

Solicita la inconstitucionalidad del decreto de cesantía n°1840 y decreto n°1912 emanados del EJECUTIVO MUNICIPAL DE GODOY CRUZ. Asimismo solicita la inconstitucionalidad del art. 52 de la ley 23551 en cuanto excluye de la garantía sindical del desafuero previo a los representantes de asociaciones sindicales con simple inscripción gremial. 

Respecto del recurso de casación, lo funda en el art.159 inc. 1 del C.P.C., sosteniendo que el a-quo ha aplicado incorrectamente el art. 52 de la ley 23551 en su formulación textual sin tener en cuenta el pedido de inconstitucionalidad realizado, además ha dejado de aplicar el art.47 de la misma ley, el art. 1 de la ley 23592, el art.14 bis de la CONSTITUCIÓN NACIONAL en particular en lo referido a la "organización sindical libre y democrática" y las garantías previstas para el cumplimiento de su mandato, el art. 31 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL, 75 inc.22 de la Constitución, la DECLARACIÓN DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE, DECLARACIÓN UNVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS, PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES POLÍTICOS, PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, CONVENIO 87 DE LA OIT Y ARTS. 48 Y 148 DE LA CONSTITUCIÓN DE LA PROVINCIA. 

La finalidad de la queja es la correcta aplicación de las normas que establecen la jerarquía de los preceptos legales dentro del sistema jurídico y por esta vía sujetándose a lo prescripto por el art.31 de la CONSTITUCIÓN NACIONAL y 48 y 148 de la CONSTITUCIÓN PROVINCIAL, se dé plena vigencia a la garantía establecida por el art.14 bis de la CONSTITUCIÓN Y TRATADOS INTERNACIONALES.En definitiva pretende que este Tribunal revoque la resolución impugnada en cuanto rechaza la demanda, y en su lugar admita el amparo sindical. 

A fs. 54 y ss. Glosa el dictamen del Sr. Procurador, quien se pronuncia por la admisión de la queja de inconstitucionalidad intentada. 

Ahora bien, el tema traído a debate en esta causa, ha sido objeto de resolución en varios pronunciamientos de la Corte Nacional. Asi en el caso "ASOCIACIACION DE TRABAJADORES DEL ESTADO " antecedente del caso reciente "ROSSI". En estos precedentes el Superior Tribunal llegó a la consideración del convenio 87, pero también a la relación existente entre aquél y los Pactos Internacionales de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y de Derechos Sociales y Políticos; ello, puesto que, a criterio del tribunal, la inclusión del respeto a las previsiones del convenio en el texto de ambos pactos importó una integración normativa tendiente a evitar que se vacíe de contenido o que se lo prive de la realización de los efectos útiles perseguidos desde su vigencia. En el mismo sentido, la Corte enunció los pronunciamientos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos relacionados con la libertad sindical, en sus dos dimensiones (individual y social), y los fallos del propio tribunal nacional que se refirieron a la cuestión (entre ellos, la causa "Outon, Carlos J.y otros"). 

En suma, a partir de la enumeración y del tratamiento que la Corte realizó de los instrumentos internacionales mencionados, de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de los propios pronunciamientos del tribunal, llega a la delimitación del sentido y alcance de la reglamentación que corresponde establecer respecto del derecho de asociación sindical, esto es, regular normativamente de manera amplia, y consecuentemente fijar la obligación del Estado en el sentido de que se resguarde el ejercicio de aquel derecho, en sus dos vertientes, importando ello el evitar que los dispositivos regulatorios inhiban el pleno desarrollo de un mecanismo que también queda claro excede la materia laboral para convertirse en un instrumento para la paz. 

Mención especial merece a criterio de la Corte la importancia de la inclusión del art. 14 bis, CN, en tanto entendió el tribunal a partir de los debates que se sucedieron en oportunidad de discutirse la incorporación del dispositivo que aquél "resultó no sólo un temprano continuador de los documentos internacionales que lo precedieron, al dar cabida a los impulsos del constitucionalismo social desplegados, a escala universal, en la primera mitad del siglo XX" sino que también "se erigió, con no menor significación, como norma anticipatoria de los que le seguirían. Así, puso una precisa y definitoria impronta: `organización sindical libre y democrática. La libertad, en el plano individual, enunciada a fin de que el trabajador sin ataduras disponga afiliarse, desafiliarse o no afiliarse y, de ser lo primero, en la organización que escoja" (consid. 7). Ello, en concordancia con el criterio de la Corte expuesto en oportunidad de sostener que "La libertad de agremiación importa el derecho de afiliarse al sindicato que se prefiera o no afiliarse a ninguno.No es compatible con la Constitución un ordenamiento según el cual el derecho de trabajar queda supeditado a una afiliación gremial necesaria y a la permanencia en determinado sindicato mientras dure la ocupación". Habida cuenta de todo ello, determinó la Corte que la reglamentación del derecho de asociación en materia sindical debe ser concordante con lo normado en el art. 14 bis, puesto que "El precepto constitucional, en consecuencia, manda que el régimen jurídico que se establezca en la materia, antes que impedir o entorpecer, debe dejar en libertad las mentadas actividades y fuerzas asociativas, en aras de que puedan desarrollarse en plenitud, vale decir, sin mengua de la participación, y del eventual pluralismo de sindicatos, que el propio universo laboral quiera darse. Los términos `libre y democrática que menta el art. 14 bis , no por su especificidad y autonomía, dejan de ser recíprocamente complementarios". 

Ello, por otra parte, tal como se infiere de los análisis llevados a cabo por los órganos de la OIT respecto de la Ley de Asociaciones Sindicales, y que nuestro alto tribunal menciona a lo largo del considerando.9 del fallo; estudios que por otra parte demostraron la colisión entre lo establecido en la legislación interna y lo preceptuado por especialmente el convenio 87, puesto que si bien las supervisiones llevadas a cabo por los expertos en lo que se refiere al concepto "sindicatos más representativos" no arrojaron como resultado que llevar adelante una discriminación en orden a establecer la mayor o menor representatividad sindical resulte per se contraria a los acuerdos internacionales, dicho distingo nunca puede ser entendido como sinónimo de "privar a las organizaciones sindicales, que no hayan sido reconocidas como las más representativas, de los medios esenciales para defender los intereses profesionales de sus miembros, ni del derecho de organizar su gestión y su actividad y de formular su programa de acción, previsto por el convenio 87". En la misma línea, reconoce la Corte la incidencia que aquella derivación del concepto de "sindicatos más representativos" puede tener en el ámbito del ejercicio individual del derecho de asociación, habida cuenta de que "las funciones limitadas que la legislación reconoce a determinadas categorías de sindicatos, podrían tener por efecto indirecto restringir la libertad de los trabajadores para adherirse a organizaciones de su elección". (Comentario del Dr. Amestoy Gustavo - SJA 10/3/2010). 

Ya en la doctrina emergente del caso del caso ROSSI concluye en el apartado 5 de la sentencia:"Que, con arreglo a las premisas que han sido expresadas, no se requiere un mayor esfuerzo para concluir en que, al limitar a los representantes gremiales de los sindicatos con personería gremial los alcances de la protección prevista en su artículo 52, la ley 23.551, reglamentaria de la libertad sindical constitucionalmente reconocida, ha violentado, de manera tan patente como injustificada, la esfera en que el legislador puede válidamente dispensar determinados privilegios a las asociaciones más representativas, indicada en el considerando 3°. La distinción legalmente establecida, i.e., el diferente grado de tutela reconocido a los representantes gremiales, según provengan de sindicatos simplemente inscriptos, por un lado, o con personería gremial, por el otro, mortifica dicha libertad respecto de los primeros y de los trabajadores en general, en las dos vertientes, individual y social, señaladas en "Asociación Trabajadores del Estado" (cit., especialmente, considerandos 3°, 6° y 8°). Esto es así, en primer lugar, puesto que el distingo constriñe, siquiera indirectamente, a los trabajadores individualmente considerados que se dispongan a actuar como representantes gremiales, a adherirse a la entidad con personería gremial, no obstante la existencia, en el mismo ámbito, de otra simplemente inscripta. Una situación análoga se produce en orden a los trabajadores que deseen afiliarse y verse representados sindicalmente. Y, en segundo término, ataca la libertad de los sindicatos simplemente inscriptos y la de sus representantes, al protegerlos de manera menor que si se tratara de asociaciones con personería gremial, en un terreno de la actividad sindical que también es propio de aquéllos, y en el cual, de consiguiente, no se admiten privilegios. Las dos dimensiones mencionadas, procede observarlo, "deben ser garantizadas simultáneamente", puesto que "la libertad para asociarse y la persecución de ciertos fines colectivos son indivisibles, de modo que una restricción de las posibilidades de asociarse representa directamente, y en la misma medida, un límite al derecho de la colectividad de alcanzar los fines que se proponga" (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Huilca Tecse., cit., párrs.70 y 72). 

Aplicando la doctrina citada al caso traído a resolución debo necesariamente concluir que no cabe sino declarar la inconstitucionalidad del art. 52 de la ley 23551 en la medida en que excluye a la actora del goce de la tutela otorgada por este ultimo a los representantes de asociaciones con personería gremial, por pertenecer a una asociación sindical ASTEMGC, que sólo cuenta con inscripción gremial, pero no con personería gremial, ya que la misma es detentada en el mismo ámbito por el SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE GODOY CRUZ. 

Consecuentemente concluyo que deben ser admitidas las quejas planteadas por el recurrente. ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. SALVINI y BÖHM adhieren por sus fundamentos al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGUNDA CUESTION EL DR. LLORENTE, dijo: 

Atento el resultado a que se arriba en la cuestión anterior de hacer lugar a los recursos de inconstitucionalidad y casación deducidos a fs. 17/33 de autos, corresponde por imperativo de los arts. 154 y 162 del C.P.C., dejar sin efecto la sentencia dictada en los autos principales n° 20.006, en todas sus partes, correspondiendo que esta Corte se avoque a su resolución. 

Conforme se resuelve en la primera cuestión de la presente, corresponde declarar la inconstitucionalidad del art. 52 de la ley 23551, a los efectos de extender la tutela prevista en dicha normativa, a la actora JUAN FAUSTINO ALANIZ en su carácter SECRETARIO GREMIAL de la ASOCIACIÓN SINDICAL DE TRABAJADORES ESCALAFONADOS DE LA MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ, entidad que cuenta con inscripción gremial, pe ro no con personería gremial. 

En virtud de ello, corresponde declarar la nulidad del decreto 1840 y del decreto 1912 emanados del EJECUTIVO MUNICIPAL, mediante los cuales se dispuso su cesantía, por ser actos discriminatorios y antisindicales en el marco de las leyes 23551 y 23592 y en consecuencia admitir la acción de amparo en la forma peticionada en la demanda. Asimismo corresponde disponer la reinstalación del Sr. Alaniz en su puesto de trabajo. 

Las costas de la instancia inferior corresponde imponerlas a la demandada vencida (art.31 del C.P.L.). ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. SALVINI y BÖHM adhieren al voto que antecede. 

SOBRE LA TERCERA CUESTIÓN EL DR. LLORENTE, dijo: 

Atento el resultado a que se arriba en el tratamiento de las cuestiones que anteceden, corresponde imponer las costas de la instancia extraordinaria al recurrido vencido. (arts. 148 y 36 inc. I del C.P.C.). ASI VOTO. 

Sobre la misma cuestión los Dres. SALVINI y BÖHM adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A: 

Mendoza, 11 de agosto de 2011. 

Y VISTO: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Segunda de la Excma. Suprema Corte de Justicia fallando en definitiva, 

RESUELVE: 

I - Admitir los recursos de inconstitucionalidad y casación deducidos a fs. 17/33 de autos y en consecuencia dejar sin efecto la sentencia dictada en los autos principales N° 20.006, caratulados:"ALANIZ, JUAN FAUSTINO C/ MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ P/TUTELA SINDICAL", disponiendo en su lugar : 1) Declarar la inconstitucionalidad del art. 52 de la ley 23551, a los efectos de extender la tutela prevista en dicha normativa, a la actora JUAN FAUSTINO ALANIZ en su carácter SECRETARIO GREMIAL de la ASOCIACIÓN SINDICAL DE TRABAJADORES ESCALAFONADOS DE LA MUNICIPALIDAD DE GODOY CRUZ.- 2) Declarar la nulidad de los decretos 1840/2008 y del decreto 1912/2008 emanados del EJECUTIVO MUNICIPAL, mediante los cuales se dispuso la cesantía del actor.- 3) Disponer la reinstalación del señor Juan Faustino Alaniz en su puesto de trabajo. 4) Admitir la acción de amparo interpuesta 5) Imponer las costas a la demandada vencida. (art.31 del C.P.L.) 6) Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad. 

II - Imponer las costas de la instancia extraordinaria a la recurrida vencida. (arts. 148 y 36 inc. I del C.P.C.).- 

III - Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad. 

Notifíquese. 

GWC. 

Dr. Herman Amilton SALVINI 

Dr. Pedro Jorge LLORENTE 

Dr. Carlos BÖHM 


